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                CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION SEGUNDA-SUBSECCION “A”

CONSEJERO PONENTE: ALFONSO VARGAS RINCÓN

Bogotá, D.C., dos (2) de mayo de dos mil trece (2013)

Radicación número: 250002325000200900344 01 (1882-2012)
Actor: JORGE AUGUSTO CORTÉS VELANDIA
Demandado: EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE BOGOTÁ.
Conoce la Sala del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia de 17 de mayo de 2012, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca-Descongestión. 
ANTECENDENTES

El actor por conducto de apoderado judicial y en ejercicio de la acción consagrada en el artículo 85 del Código Contencioso Administrativo, demanda de esta Corporación la nulidad de las Resoluciones Nos. 0477 de 27 de junio de 2005 y 0659 de septiembre 7 del mismo año, expedidas por la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá-EAAB, por medio de las cuales negó al actor el reconocimiento de la Pensión Sanción establecida en el artículo 56 de la Convención Colectiva de trabajo 1985-1986, suscrita entre la administración y el sindicato de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá, así como del Oficio 14300-2008-2751 S-2008-124381 de 17 de julio de 2008, que declaró agotada la vía gubernativa.

Como restablecimiento del derecho solicita se ordene a la entidad demandada reconocer y pagar al actor la pensión sanción de que trata el artículo 56 de la Convención Colectiva de Trabajo de 1985 a 1986 efectiva a partir de 5 de junio de 1986, con efectos fiscales desde el 9 de febrero de 2002, por interrupción de la prescripción trienal, en suma equivalente al 75% del promedio mensual de lo devengado como trabajador en el último año de servicio. Se dé cumplimiento a la sentencia en los términos de los artículos 176 a 177 del C.C.A.

Como hechos en que sustenta sus pretensiones, expone los siguientes: 

El actor nació el 31 de octubre de 1948, se vinculó el 13 de agosto de 1973 como Profesional al Instituto de Desarrollo Urbano IDU hasta el 16 de junio de 1980, fecha para la cual fue transferido sin solución de continuidad a la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá, entidad en la cual fue nombrado mediante Resolución No. 039 de 3 de junio de 1980, en el cargo de Director de Área Técnica y Operativa de la Revisoría Fiscal.

Con Resolución No. 031 de 5 de junio de 1986 fue declarado insubsistente del cargo de Jefe de División I de la Planta de Personal de la Revisoría Fiscal de la demandada, fecha para la cual había laborado 12 años 9 meses y 21 días.

Por medio de la Resolución No. 64 de 4 de diciembre de 1987 la Junta Directiva de la Empresa de Acueducto, dispuso que los funcionarios de la revisoría fiscal tendrían las mismas prerrogativas salariales, prestacionales y convencionales de que gozaban los empleados de la empresa.

El demandante al haber prestado sus servicios al Distrito Capital por más de 10 años y ser desvinculado por declaratoria de insubsistencia de su nombramiento, sin justa causa, tiene derecho a que se le reconozca la pensión sanción contenida en el artículo 56 de la Convención Colectiva vigente para el periodo 1985-1986, suscrita entre la EAAB y el sindicato de trabajadores.

El señor Cortés Velandia presentó escrito en ejercicio del derecho de petición el 9 de febrero de 2005, frente al cual, obtuvo respuesta negativa mediante Resolución No. 0477 de 27 de julio de 2005, decisión que fue recurrida y confirmada a través de la Resolución No. 659 de 7 de septiembre de 2005.
NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN

Invoca como normas vulneradas las contenidas en las siguientes disposiciones:

· Constitución Política: Artículos 2, 13, 23, 25, 29, 46, 48 y 58.

· Ley 100 de 1993: Artículos 11, 36, 146 y 288

· Acuerdos 105 de 1955 y 07 de 1977

· Convención Colectiva de Trabajo suscrita entre el sindicato de trabajadores de la EAAB y dicha entidad para el periodo de 1985-1986: artículo 56.

Los actos demandados vulneraron disposiciones de carácter constitucional, legal y convencional, toda vez que el demandante para la época de entrada en vigencia la Ley 100 de 1993 tenía más de 40 años de edad, por lo que es beneficiario del régimen de transición contemplado en el artículo 36, debiendo dar aplicación a la norma más favorable, es decir, al artículo 56 de la Convención Colectiva de Trabajo 1985-1986.

La Resolución No 064 de 4 de diciembre de 1987 incluyó a los funcionarios de la revisoría fiscal como beneficiarios de las prerrogativas salariales, prestaciones, sociales y convencionales de que gozan los empleados de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá, nombrados por el gerente, entre los que se encuentra el actor.

Fundamenta su derecho en reiterados pronunciamientos hechos por la Corte Constitucional, según los cuales la Ley 100 de 1993, convalidó los derechos adquiridos sin justo título, con soporte en mandatos territoriales anteriores a su expedición.
CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

La Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá-EAAB contestó oponiéndose a las pretensiones y dio por ciertos los hechos señalados en el libelo introductorio.

La Convención Colectiva de Trabajo a que alude el demandante es de aplicación exclusiva para trabajadores oficiales y no para empleados públicos, condición que ostenta el actor, quien además es de libre nombramiento y remoción.

Los empleados públicos de libre nombramiento y remoción pueden ser desvinculados sin que el acto administrativo que así lo disponga sea motivado, dada la naturaleza de su vinculación y no por ello tenía derecho a la aplicación del beneficio consagrado en la convención colectiva, artículo 56.

Propuso como excepciones la inexistencia de las causales alegadas, legalidad de los actos demandados y la genérica e innominada.
SENTENCIA

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca-Descongestión, mediante sentencia de 17 de mayo de 2012, denegó las súplicas de la demanda, con fundamento en las siguientes consideraciones:

A los empleados públicos les está vedada la aplicación de Convenciones Colectivas de Trabajo y la posibilidad de hacer extensivos sus beneficios según pronunciamientos jurisprudenciales.

Establecida la condición de empleado público de libre nombramiento y remoción de la EAAB que tenía el actor, no es acreedor a la pensión sanción que le fue negada mediante los actos acusados.

Tampoco demostró que cumplía con los requisitos establecidos para adquirir la pensión de jubilación en los términos de la Ley 33 de 1985, pues si bien superaba la edad allí señalada, no acreditó el tiempo de servicio de 20 años que la normativa le exigía.
IMPUGNACIÓN

El actor manifestó su inconformismo con la sentencia de primera instancia por las siguientes razones (fls.258-272):

La sentencia objeto del recurso de apelación desconoció que el demandante es beneficiario del régimen de transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, por cuanto a su entrada en vigencia, tenía más de 40 años de edad, por lo que le asistía derecho a la pensión sanción establecida en la Convención Colectiva de 1985-1986.

Como sustento de su afirmación, cita jurisprudencia que reconoce y protege los derechos adquiridos de conformidad con los artículos 11 y 146 de la Ley 100 de 1993, los cuales califican de extralegales disposiciones en materia de pensiones de jubilación y las convierten en situaciones de hecho, dándoles eficacia legal. Es por ello que no se pueden desconocer derechos convencionales reconocidos a los trabajadores oficiales y empleados públicos en las Convenciones Colectivas. Sumado a ello, las Resoluciones Nos. 18 de 30 de septiembre de 1976 y 064 de 4 de diciembre de 1987 nunca han sido objeto de reparo, conservando así su eficacia legal, con sustento en el principio de legalidad y seguridad jurídica que las reviste. 

En virtud del principio de favorabilidad contemplado en el artículo 53 Superior, al actor le es aplicable el inciso 2 del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, teniendo en cuenta que las personas sometidas al régimen de transición deben jubilarse con la edad, el tiempo de servicio y el monto de la pensión que los gobierna que para su caso es la establecida en el artículo 56 de la Convención, por encontrarse vigente al momento de la desvinculación del recurrente.

Relacionó antecedentes jurisprudenciales aplicables a su caso particular, para que sean tenidos en cuenta al momento de decidir, toda vez que cuando se retiró del empleo, había laborado un período superior a los 10 años y cumplió la edad en 1998, condición que le faltaba para tener derecho al reconocimiento de la pensión sanción, razón suficiente para que se proteja su derecho, pues encuadra perfectamente dentro de los lineamientos establecidos por la Ley 100 de 1993, artículo 146 protegidos por los artículos 53 y 58 de la Constitución Política que establecen la condición más beneficiosa a favor del trabajador, así como la protección de los derechos adquiridos.
Para resolver, se
CONSIDERA

El problema jurídico se circunscribe a determinar la legalidad de los actos acusados
 mediante los cuales la EAAB negó al actor el reconocimiento de la pensión sanción en los términos del artículo 56 de la Convención Colectiva de Trabajo suscrita entre esa Entidad y el Sindicato de la misma. 

En el expediente obra el siguiente material probatorio:

· Según certificación expedida por la Subdirectora Técnica de Recursos Humanos del Instituto de Desarrollo Urbano, el actor laboró allí desde el 13 de agosto de 1973 en el cargo de Ingeniero de Diseño II hasta el 16 de junio de 1980 (fl. 574 anexo 2).

· El 3 de junio de 1980, mediante Resolución No. 039, fue nombrado como Director del Área Técnica y Operativa de la Revisoría Fiscal de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá (fls. 206 anexo 2).

· Con Resolución No. 31 de 6 de junio de 1986 por medio de la cual fue declarado insubsistente su nombramiento en el cargo de Jefe de División I, de la Planta de Personal de la Revisoría Fiscal en la demandada (fl. 212 anexo 2).

· Cédula de Ciudadanía en la que consta que el actor nació el 31 de octubre de 1948.
· Convención Colectiva de Trabajo del periodo correspondiente a los años 1985-1986, suscrita entre la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá y el Sindicato de Trabajadores (fls. 52-111).

· Petición del 9 de febrero de 2005 en la que el actor solicita el reconocimiento y pago de la pensión sanción (fls. 21- 24).

· Certificación expedida por el Director de Mejoramiento de Calidad de Vida de la Empresa demandada, que señala que el demandante siempre ostentó la calidad de empleado público (fl 136).

Hecho el recuento probatorio, la Sala con el fin de resolver el problema jurídico planteado, analizará los siguientes aspectos: i) ¿Pueden los empleados públicos Celebrar y ser beneficiarios de Convenciones Colectivas de trabajo?; ii) Los Derechos Adquiridos convalidados con disposiciones territoriales anteriores a la vigencia de la Ley 100 de 1993.
i) ¿Pueden los empleados públicos celebrar y ser beneficiarios de Convenciones Colectivas de trabajo?

El constituyente consagró en el artículo 39 de la Constitución Política como un derecho fundamental la libertad de asociación sindical, con el fin de proteger los intereses de los trabajadores.

El artículo 414 del C.S.T estableció el derecho de asociación en sindicatos y lo hizo extensivo a los trabajadores oficiales, con excepción de los miembros del Ejército Nacional y de los cuerpos o fuerzas de policía de cualquier orden, además, limitó las funciones de los sindicatos de empleados públicos.
El artículo 55 de la Constitución Política señala el derecho a la negociación colectiva, en los siguientes términos: 

“Se garantiza el derecho de negociación colectiva para regular las relaciones laborales, con las excepciones que señala la ley. Es deber del Estado promover la concertación y los demás medios para la solución pacífica de los conflictos de trabajo.”

De dicha disposición se destaca que a pesar de tratarse de un derecho constitucional admite excepciones legales. Y precisamente, uno de los supuestos que se consideró como excepción fue la relativa a los empleados públicos. Así se estableció en el artículo 416 del C.S.T, que dice:

 “Los sindicatos de empleados públicos no pueden presentar pliegos de peticiones ni celebrar convenciones colectivas, pero los sindicatos de los demás trabajadores oficiales tienen todas las atribuciones de los otros sindicatos de trabajadores, y sus pliegos de peticiones se tramitarán en los mismos términos que los demás, aún cuando no puedan declarar o hacer huelga” (Subrayado fuera de texto)
Puede entonces concluirse que los empleados públicos no gozan plenamente del derecho de negociación colectiva, pues no tienen la posibilidad de presentar pliegos de peticiones ni de celebrar convenciones colectivas. 

El actor fue nombrado mediante Resolución No. 039 de junio 3 de 1980, como Director del Área Técnica y Operativa de la Revisoría Fiscal de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá, cargo que tiene la naturaleza de empleo público de libre nombramiento y remoción. 

La Convención Colectiva de Trabajo, suscrita entre el Sindicato de la EAAB y la administración, periodo 1985-1986, consagró beneficios extensivos a los empleados públicos, entre ellos la pensión sanción señalada en el artículo 56, con completo desconocimiento de la prohibición contenida en el artículo 416 del C.S.T., norma que no les permite celebrar convenciones colectivas o ser beneficiarios de las mismas. Además con vulneración del principio de reserva constitucional y legal, que atribuye al Congreso de la República la facultad de dictar las normas generales y fijar
 el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos.

La Constitución de 1886 confirió la facultad para fijar el régimen salarial y determinar el régimen de prestacionales sociales de los empleados públicos, exclusivamente al Congreso de la República. Posteriormente, con la Constitución de 1991 se dio una competencia concurrente entre el legislador y el Gobierno Nacional. Por ello, no es permitido a los sindicatos de empleados públicos negociar condiciones de orden salarial y prestacional a través de convenciones colectivas o pliegos de peticiones.

Esta Corporación ha precisado sobre la aplicación de los beneficios que surjan como consecuencia de Convenciones Colectivas de Trabajo a los empleados, lo siguiente:

“Las prerrogativas laborales derivadas de las convenciones colectivas, sólo son aplicables a los trabajadores oficiales, inclusive los privilegios que surgen de dichos pactos, por regla general, no se hacen extensivos al personal que ostenta la calidad de empleados públicos de Empresas Sociales del Estado, dadas las limitaciones que el derecho colectivo del trabajo ha impuesto”.

De lo anterior se concluye que se encuentra reservado el derecho de negociación de Convenciones Colectivas de Trabajo en el sector público para los trabajadores oficiales y prohibido para los empleados públicos. Aun cuando estos últimos gozan del derecho de asociación sindical, sus funciones están restringidas y regidas por la ley.

ii) Los derechos adquiridos convalidados con disposiciones territoriales anteriores a la vigencia de la Ley 100 de 1993. 
En virtud de las situaciones atípicas contrarias a la Constitución de 1991 y la Ley en materia prestacional en el nivel territorial y con el propósito de preservar los derechos laborales consolidados, el legislador en el artículo 146 de la Ley 100 de 1993, señaló lo siguiente:

“SITUACIONES JURÍDICAS INDIVIDUALES DEFINIDAS POR DISPOSICIONES MUNICIPALES O DEPARTAMENTALES. Las situaciones jurídicas de carácter individual definidas con anterioridad a la presente Ley, con base en disposiciones Municipales o Departamentales en materia de pensiones de jubilación extralegales en favor de empleados o servidores públicos o personas vinculadas laboralmente a las entidades territoriales o a sus organismos descentralizados, continuarán vigentes
También tendrán derecho a pensionarse con arreglo a tales disposiciones, quienes con anterioridad a la vigencia de este artículo, hayan cumplido los requisitos exigidos en dichas normas.

Lo dispuesto en la presente Ley no afecta ni modifica la situación de las personas a que se refiere este artículo.

Las disposiciones de este artículo regirán desde la fecha de la sanción de la presente Ley”.
En ese orden se desarrolla el mandato constitucional que protege los derechos adquiridos, en tanto las situaciones que se consoliden con el amparo de la legislación preexistente no son susceptibles de ser alteradas o modificadas por la nueva ley.

En sentencia del 17 de abril de 2008
 está Corporación se pronunció acerca del régimen prestacional de los empleados públicos del orden departamental, en el siguiente sentido:

“La Constitución Política de 1886 establecía en el artículo 76 – numeral 9º la competencia del Congreso para fijar las escalas de remuneración correspondientes a las distintas categorías de empleos, así como el régimen de sus prestaciones sociales y en el artículo 120 – numeral 21 facultaba al Presidente de la República para fijar la asignación salarial de los empleos del orden nacional centralizado.

Por su parte, la Constitución Política de 1991 consagró la figura de la ley marco, que señalaría los objetivos y criterios a los cuales debe sujetarse el Gobierno Nacional para fijar el régimen salarial y prestacional de los servidores públicos (art. 150 – numeral 19 – lit. e).  

En desarrollo de esta norma fue expedida la Ley 4ª de 1992, de carácter general, y el Gobierno quedó habilitado para fijar, mediante decreto, el régimen prestacional, entre otros, de los empleados de las entidades territoriales, al tenor del artículo 12 de la citada Ley; en su parágrafo dispuso que el Gobierno señalará el límite máximo salarial de estos servidores, guardando equivalencias con cargos similares en el orden nacional.

En cuanto a las entidades descentralizadas del orden territorial, no aplican las mismas competencias que en el nivel central porque su autonomía administrativa y presupuestal llevan implícita la aptitud de sus propios órganos para fijar las respectivas escalas de remuneración, pero no hay duda que las disposiciones legales antes citadas (Ley 4ª/92), que sí gobiernan para éstas, marcan una diferencia sustancial con la regulación anterior a la Constitución de 1991, porque entonces las entidades descentralizadas eran completamente independientes en la determinación de su régimen salarial, lo que llevó a desafortunadas prácticas en el manejo del tema. En la actualidad, las entidades descentralizadas continúan con la facultad de determinar el régimen salarial de sus empleados, pero sometidas a los topes salariales que determine el Gobierno.

Situación diferente acontece con el régimen prestacional de los empleados públicos del orden territorial, bien sea del nivel central  o descentralizado, pues antes de la constitución de 1991 estaba exclusivamente atribuido a la ley para todos los empleados públicos sin distinción del sector al cual pertenecieran, como se desprende del análisis sistemático de la Carta Política de 1886 y sus subsiguientes reformas. A partir de la expedición de la Carta Política que nos rige, el régimen prestacional de los empleados del nivel territorial lo determina el Gobierno de conformidad con la ley, como se desprende de la lectura del artículo 150 – numeral 19 – literal e) del Ordenamiento Superior y del artículo 12 de la Ley 4ª de 1992, dictada en desarrollo de aquel.

La Ley 4ª de 1992 constituye, entonces, la ley marco necesaria para que el Gobierno cumpla con la misión que le fue confiada en los literales e) y f) del numeral 19 del artículo 150 de la Carta. En efecto, como bien se expresa en su encabezamiento, la referida ley fue dictada con el objeto de cumplir con el mandato de la Constitución acerca de que el Congreso debe dictar las normas generales y señalar en ellas los objetivos y criterios a los cuales debe sujetarse el gobierno al momento de fijar el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos y el régimen prestacional mínimo de los trabajadores oficiales.

De lo anterior se concluye que ni en vigencia de la Constitución de 1886 ni a partir de la Carta de 1991, podían las Universidades Públicas expedir actos de reconocimiento pensional con fundamento en Acuerdos internos, pues no tenían facultades para ello. 

No obstante, con posterioridad a la expedición de la Carta Política de 1991, el legislador, teniendo en cuenta que en el nivel territorial existían regímenes prestacionales contrarios a la Constitución y a la ley, con el fin de salvaguardar derechos laborales consolidados, fue avalando las situaciones atípicas que se presentaban en materia pensional. Así al expedir la Ley 100 de 1993, previó en su artículo 146: Situaciones jurídicas individuales definidas por disposiciones municipales o departamentales. Las situaciones jurídicas de carácter individual definidas con anterioridad a la presente ley, con base en disposiciones municipales o departamentales en materia de pensiones de jubilación extralegales en favor de empleados o servidores públicos o personas vinculadas laboralmente a las entidades territoriales o sus organismos descentralizados, continuarán vigentes.

De la lectura de la anterior disposición se infiere que el legislador legalizó los actos administrativos de carácter particular, no los de carácter general en los cuales se soportaron aquellos. Así lo precisó la Corte Constitucional en la sentencia C-410 de 1997:

….

En efecto, ha expresado la jurisprudencia de la Corporación, que los derechos adquiridos comprenden aquellas situaciones individuales y subjetivas que se han consolidado y definido bajo la vigencia de la ley, y por ende ellos se encuentran garantizados, de tal forma que no pueden ser menoscabados por disposiciones futuras, basado en la seguridad jurídica que caracteriza dichas situaciones.

Desde luego que lo que es materia de protección constitucional, son las situaciones jurídicas definidas, y no aquellas que tan solo configuran meras expectativas. Sobre esta materia, la Corporación en la sentencia No. C-350 del 29 de julio de 1997, MP. Dr. Fabio Morón Díaz, expresó: …..  

"Ajusta mejor a la técnica denominar "situación jurídica concreta o subjetiva", al derecho adquirido o constituido de que trata la Constitución...y "situación jurídica abstracta u objetiva" a la mera expectativa de derecho. Se está en presencia de la primera cuando el texto legal que la crea ha jugado ya, jurídicamente, su papel en favor o en contra de una nueva persona en el momento en que ha entrado a regir una nueva ley. A la inversa, se está frente a la segunda, cuando el texto legal que ha creado esa situación aún no ha jugado su papel jurídico en favor o en contra de una persona." Es decir, que el derecho sólo se perfeccionaba previo el cumplimiento de esa condición, lo que significa que mientras ello no sucediera el concesionario apenas tenía una expectativa.

"...la jurisprudencia al igual que la doctrina, distingue los derechos adquiridos de las simples expectativas, y coinciden ambas en afirmar que los primeros son intangibles y por lo tanto, el legislador al expedir la ley nueva no los puede lesionar o desconocer. No sucede lo mismo con las denominadas "expectativas", pues como su nombre lo indica, son aquellas probabilidades o esperanzas que se tienen de obtener algún día un derecho; en consecuencia, pueden ser modificadas discrecionalmente por el legislador.

“Nuestro Estatuto Superior protege expresamente, en el artículo 58, los derechos adquiridos y prohíbe al legislador expedir leyes que los vulneren o desconozcan, dejando por fuera de esa cobertura a las llamadas expectativas, cuya regulación compete al legislador, conforme a los parámetros de equidad y justicia que le ha trazado el propio constituyente para el cumplimiento de su función." (“Corte Constitucional, Sentencia C-168 de 1995, M.P. Dr. Carlos Gaviria Díaz)”

Así pues, como lo determina expresamente el inciso primero del artículo 146 de la ley 100, las situaciones jurídicas de carácter individual definidas con anterioridad a la presente ley, en materia de pensiones de jubilación extralegales, continuarán vigentes, con lo cual se desarrolla el mandato constitucional que ampara los derechos adquiridos, ya que las situaciones que se consolidaron bajo el amparo de la legislación preexistente no son susceptibles de ser alteradas o modificadas por la nueva ley. 

De esta manera, teniendo en cuenta la intangibilidad de los derechos adquiridos de los pensionados por jubilación del orden territorial antes de la expedición de la ley 100 de 1993, las situaciones jurídicas individuales definidas con anterioridad, por disposiciones municipales y departamentales, deben continuar vigentes.

Por lo tanto, se declarará la exequibilidad del inciso primero del artículo acusado, así como del inciso segundo, en la parte que reconoce el derecho a pensionarse con arreglo a las disposiciones municipales o departamentales en materia de pensiones de jubilación extralegales, para quienes con anterioridad a la vigencia de este artículo hayan cumplido los requisitos exigidos en dichas normas. Ello con fundamento en la garantía de los derechos adquiridos, reconocida por el artículo 58 superior, por tratarse de situaciones adquiridas bajo la vigencia de una ley anterior al nuevo régimen de segunda social (ley 100 de 1993).”

Se desprende de la providencia citada, que la Ley 100 de 1993 convalidó los derechos adquiridos sin justo título, con fundamento en normas territoriales anteriores a su expedición.
Ahora bien, el artículo 146 de la mencionada ley respetó las situaciones jurídicas definidas con anterioridad a dicha ley, siempre y cuando se cumplieran los requisitos exigidos por las normas anteriores.

Lo anterior quiere decir que a la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, en este caso para el nivel territorial, 30 de junio de 1997, la situación del actor debía estar definida o por lo menos haber cumplido los requisitos establecidos en la norma de la cual pretende su aplicación.
La Convención Colectiva, artículo 56
, dispone:

“Los Trabajadores Oficiales o los Empleados Públicos que sin justa causa sean desvinculados por cualquier motivo, o declaratoria de insubsistencia por parte de la Gerencia de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá, después de haber prestado sus servicios durante más de diez (10) años y menos de quince (15), continuos o discontinuos, en las Entidades Descentralizadas de la Nación, Departamento, Municipios, Intendencias, Comisarias o del Distrito Especial de Bogotá, tendrán derecho a la pensión jubilación desde la fecha de la desvinculación sin justa causa, o de la declaración de insubsistencia, si para entonces tiene cincuenta (50) años de edad, o desde la fecha en que cumplan esa edad, con posterioridad a la desvinculación.

Si la desvinculación o declaratoria de insubsistencia de que trata este Artículo se produjese después de quince (15) años de los mencionados servicios, el Trabajador Oficial o Empleado Público tendrá derecho a la pensión de jubilación al cumplir cuarenta y cinco (45) años de edad o desde la fecha de la desvinculación sin justa causa si para entonces tiene cumplida la expresa edad.

La cuantía de la pensión sanción que el presente artículo señala será equivalente el STENTA Y CINCO POR CIENTO (75%) del promedio mensual de todo lo devengado por el Trabajador en el último año de servicios”.

El actor para el 30 de junio de 1997 tenía cumplido el requisito de tiempo de servicio pues para esa fecha tenía más de 13 años de servicio.

No sucede lo mismo en el requisito de edad, pues según las pruebas que obran en el expediente nació el 31 de octubre de 1948, lo que quiere decir que los 50 años los cumplió el 31 de octubre de 1998, más de un año después de haber entrado en vigencia la Ley 100 de 1993 a nivel territorial.

De manera pues que en el caso del actor no es posible hablar de situación definida, ni de cumplimiento de requisitos.

Es pertinente aclarar que se habla de 30 de junio de 1997 a pesar de que el artículo 151 fija como fecha la del 30 de junio de 1995, por cuanto las situaciones definidas ya fuera por reconocimiento de la prestación o por el simple hecho de cumplir los requisitos señalados en las normas convencionales no se vieron afectadas por la declaratoria de inexequibilidad contenida en la sentencia C-140 de 28 de agosto de 1997, como lo dispuso esta Corporación. 
La Sala, procede a confirmar la decisión adoptada por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección “A”, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

CONFÍRMASE la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, que denegó las pretensiones de la demanda interpuesta por Jorge Augusto Cortés Velandia contra la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE y ejecutoriada, devuélvase el expediente al Tribunal de origen. 

La anterior providencia fue estudiada y aprobada por la Sala en sesión de la fecha. 

GUSTAVO GÓMEZ ARANGUREN                  ALFONSO VARGAS RINCÓN      

LUIS RAFAEL VERGARA QUINTERO
� Resoluciones Nos. 0477 de 27 de junio de 2005 y 0659 de 7 de septiembre de 2005 y Oficio No. 14300-2008-2751 S-2008-124381 de 17 de julio de 2008.


� Artículo 150 C.N. numeral 19, literal e) y f)


� Sentencia del 9 de febrero de 2012. M.P: Dr. Luis Rafael Vergara Quintero. Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección A, Rad Interno: 2111 - 2007  Actor: JAIME BERNAL BERNAL demandado: DEPARTAMENTO DE BOYAC.





� Rad. No. Interno: 2309-2006.- C.P. Dr. Jaime Moreno García.


� Convención Colectiva de Trabajo periodo 1985-1986 suscrita entre la EAAB y el Sindicato de Trabajadores de la misma empresa.





